SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°134
RADICACIÓN: 6617031040022019 0007301

ACCIONANTE: JOSÉ ADALBERTO TORO GÓMEZ
REVOCA y CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PROCEDENCIA DE LA TUTELA / ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL DERECHO / TÉRMINO PARA CONTESTAR.
En relación con el derecho de petición, debe advertirse, como así lo tiene sentado la jurisprudencia Corte Constitucional, que cuando se trata de proteger tal garantía el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. (…)
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asistía razón al señor José Toro al instaurar la tutela, porque pese a efectuar solicitud que fue recibida por la AFP Porvenir en septiembre 03 de 2019, a la fecha de interposición de la acción -octubre 09 de 2019- no se le había entregado respuesta de fondo a la misma, y aunque la entidad accionada en la respuesta al traslado de la acción de tutela señaló que no conocía ninguna solicitud en tal sentido, se aprecia que efectivamente existe la petición, la cual fue recibida en la misma oficina de Porvenir…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (06) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                 Acta de Aprobación N° 1103
                                                Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por JOSÉ ADALBERTO TORO GÓMEZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra el MINISTERIO DE DEFENSA, la POLICÍA NACIONAL y el fondo de pensiones y cesantías PORVENIR S.A.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el accionante se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) se encuentra vinculado laboralmente con la empresa “COOTRAVIR C.T.A.”; (ii) en su historia laboral acumula 1774 semanas por intermedio de la AFP PORVENIR del régimen de ahorro individual, y en junio de 2018 funcionarios de dicha entidad lo contactaron para adelantar los trámites del reconocimiento de la pensión de vejez; (iii) en el fondo de pensiones le informaron que le faltaba el bono pensional por parte del MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL; (iv) laboró en la POLICÍA NACIONAL desde enero 03 de 1976 hasta agosto de 1987, es decir, por más de diez años; (v) en junio 18 de 2018 PORVENIR le solicitó a la POLICÍA NACIONAL que emitiera el bono pensional; (vi) en septiembre 03 de 2019 envió por correo certificado un derecho de petición al MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL mediante el cual solicitaba la certificación de los tiempos de servicio y el pago del bono pensional, el cual fue recibido por la entidad en septiembre 09; (vii) igualmente radicó un derecho de petición ante PORVENIR requiriendo información sobre el pago del bono pensional y las gestiones adelantadas por la entidad para que el mismo se efectuara; y (viii) a la fecha no ha recibido respuesta alguna, ni por parte de PORVENIR, ni el MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL.
Solicita se ordene al MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL realizar todas las gestiones pertinentes para realizar el reconocimiento y pago del bono pensional al que tiene derecho. Igualmente que se ordene al fondo privado proceda a reconocer y pagar la pensión de vejez, desde marzo 11 de 2019, fecha en la cual cumplió los requisitos. Además que PORVENIR reconozca y pague el retroactivo pensional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda), el cual conoció la demanda, la admitió y corrió traslado de la misma al MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL, COOTRAVIR y PORVENIR, las cuales se pronunciaron así:
- La Directora de Litigios de PORVENIR S.A. solicitó declarar improcedente la acción de tutela, y señaló: (i) el señor JOSÉ TORO no ha presentado documentación que permita adelantar un estudio y determinar la prestación que en derecho corresponda; (ii) para solicitar el reconocimiento de una prestación económica el accionante deberá presentar la siguiente documentación: “(a) formulario de reclamación pensional de vejez, (b) historia laboral firmada, (c) fotocopia de identidad ampliada al 150%, (d) copia autentica del registro civil de nacimiento con vigencia no mayor a 3 meses; (e) cuestionario evidente; (f) relación de beneficiarios y documentos de identidad de cada uno, es decir, cédula y registro civil de nacimiento; (g) declaración juramentada donde relacione si percibe ingresos, valor y origen de los mismos; (iii) hasta tanto se radique la reclamación formal de pensión acompañada de la referida documentación, no se puede atender la pretensión del accionante; (iv) el señor JOSÉ TORO tiene derecho a un bono pensional tipo A modalidad 2 conforme lo establece el artículo 2 del Decreto 1299/94; (v) La POLICÍA NACIONAL expidió acto administrativo No 1088 de abril 13 de 2018 a través del cual certificó el vínculo laboral con el accionante y donde determinó que el bono pensional sería reconocido y pagado; (vi) por lo anterior, procedieron a cargar la mencionada certificación en el sistema interactivo de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y generada la liquidación de bono pensional se corrió traslado al señor JOSÉ TORO para que validara el valor de la liquidación; (vii) en junio 01 de 2018 se realizó solicitud de reconocimiento y pago de bono pensional a cargo de la PONAL, por tanto, la POLICÍA NACIONAL profirió el acto administrativo No 04380 mediante el cual reconoce el bono pensional y especifica que el pago se hará en marzo 11 de 2019, pero vencido dicho término la entidad no realizó el respectivo pago; (viii) la Policía contaba con un término de tres meses para la emisión y pago del bono pensional de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Decreto 3798/03; (ix) siete meses después de vencido el término, la accionada no ha resuelto la solicitud conforme lo establece el ordenamiento jurídico; (x) no es suficiente con la expedición de un acto administrativo, puesto que se requiere la materialización del bono; y (xi) PORVENIR S.A. si ha cumplido su labor de intermediación en la emisión del bono, y gestionó e impulsó el procedimiento de emisión del bono ante la entidad involucrada.
- El gerente de COOTRAVIR CTA informó que el trabajador asociado le solicitó cesación de pago de aportes a pensión, en atención a que cuenta con 1774 semanas cotizadas; sin embargo, no se atendió dicha petición, toda vez que no existe novedad de prepensionado, y se debe cumplir con lo dispuesto por el artículo 17 de la ley 100/93 respecto a la obligatoriedad de las cotizaciones.

- El Jefe Área Prestaciones Sociales de la POLICÍA NACIONAL solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y señaló que la petición del accionante se contestó en octubre 11 de 2019 mediante comunicado S-2019-055622-ARPRE-GUBOC,  en la cual le informaron que en agosto 30 de 2018 reconocieron el bono pensionales, y aunque no se llevó a cabo el pago del bono en marzo 11 de 2019, ello ocurrió porque no era procedente en dicha fecha, empero PORVENIR no ha realizado nuevos requerimientos.
Aportó la respuesta al derecho de petición mediante la cual le informaron al accionante que en octubre 30 de 2019 se llevaría a cabo el pago del bono pensional.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de octubre 21 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia declaró improcedente la acción de tutela, como quiera que por tratarse de una solicitud de reconocimiento pensional debe acudir a la jurisdicción ordinaria, máxime que no demostró la existencia de un perjuicio irremediable. Igualmente exhortó a la POLICÍA NACIONAL dar cumplimiento a lo manifestado en la constatación de tutela, referente al pago del bono pensional en octubre 30 de los corrientes, según acto administrativo que se emita por dicha entidad.

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante interpuso el recurso de impugnación, y argumentó que el juez de primera instancia no consideró vulnerado el derecho fundamental al debido proceso, cuando en realidad la AFP PORVENIR no ha dado una respuesta concreta, precisa y de fondo en relación con su reclamación.

La entidad está afectando sus derechos fundamentales desde hace siete meses, y no ha tenido ninguna garantía en el trámite de su solicitud de reconocimiento pensional, toda vez que no le han informado la fecha exacta en que se reconocerá y pagará la pensión, pese a que esa entidad tiene conocimiento que en octubre 30 de 2019 la POLICÍA NACIONAL llevará a cabo el pago del bono pensional.

Solicita se revoque el fallo de primera instancia, y en su lugar se conceda el amparo de los derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, dignidad humana, petición y debido proceso, ordenándose a PORVENIR que una vez se efectúe la redención del bono pensional por parte de la Policía Nacional proceda a reconocer y pagar la pensión de vejez. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Dosquebradas (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela presentada por el señor JOSÉ ADALBERTO TORO GÓMEZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por el accionante es que se ordene a la POLICÍA NACIONAL realizar todas las gestiones pertinentes tendientes al reconocimiento y pago del bono pensional. Y que se ordene a la AFP reconocer y pagar el bono pensional.
Ante lo anterior, el juzgado de primer nivel decidió declarar improcedente la acción de tutela, como quiera que las pretensiones del accionante deben resolverse ante la jurisdicción ordinaria y no la acción de tutela. Pero exhortó a la POLICÍA NACIONAL para que expidiera el bono pensional en octubre 30 de 2019 como lo indicó en la respuesta que le envió al accionante.  

Por su parte, el accionante impugnó la decisión y señala que no existe una respuesta concreta, clara y de fondo por parte de la AFP Porvenir en cuanto a su solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de vejez.

Ahora, aunque el señor JOSÉ TORO solicitó la protección del derecho fundamental al “debido proceso”, se observa que incurre en un error porque en realidad su pretensión está dirigida a que se ampare concretamente el derecho fundamental de petición, ya que de acuerdo con los documentos que aportó en la demanda, se desprende que en efecto radicó dos peticiones ante las entidades accionadas, es decir, que el análisis del juez constitucional debe centrarse exclusivamente en valorar si se afectó o no de manera exclusiva el referido derecho de petición y no el debido proceso. Así las cosas, se tiene que PORVENIR recibió en septiembre 03 de 2019 el derecho de petición en el cual el actor pidió: (i) que la AFP le informara si la POLICÍA NACIONAL realizó el reconocimiento y pago del bono pensional, (ii) de no haber realizado el pago del bono pensional le informaran las razones por las cuales no se ha realizado, y (iii) una vez se realice el pago del bono pensional, le reconozcan y paguen la pensión de vejez desde marzo 11 de 2019. Por su parte, La POLICÍA NACIONAL recibió el derecho de petición en septiembre 09 de 2019, y el señor JOSÉ TORO solicitó: (i) realizar todos los trámites pertinentes para el reconocimiento y pago del bono pensional, y (ii) realizar el pago del bono pensional a nombre de PORVENIR.
Como se aprecia, el juez de primer nivel debió pronunciarse frente a esos dos derechos de petición, sin embargo, solo se limitó a declarar improcedente la acción de tutela en cuanto a la pretensión del actor de que se acceda por vía de tutela al reconocimiento de la pensión de vejez, pero omitió el a quo referirse a las dos solicitudes del señor JOSÉ TORO. Se itera, no puede alegarse afectación del derecho fundamental del debido proceso, cuando los hechos que rodean la acción de tutela demuestran otra cosa, es decir, que se radicaron dos peticiones ante dos entidades, y que el actor hasta el momento de presentar la acción de tutela no había obtenido respuesta alguna.
En relación con el derecho de petición, debe advertirse, como así lo tiene sentado la jurisprudencia Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger tal garantía el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asistía razón al señor JOSÉ TORO al instaurar la tutela, porque pese a efectuar solicitud que fue recibida por la AFP PORVENIR  en septiembre 03 de 2019, a la fecha de interposición de la acción -octubre 09 de 2019- no se le había entregado respuesta de fondo a la misma, y aunque la entidad accionada en la respuesta al traslado de la acción de tutela señaló que no conocía ninguna solicitud en tal sentido, se aprecia que efectivamente existe la petición, la cual fue recibida en la misma oficina de PORVENIR
.

Así las cosas, le corresponde al Fondo de Pensiones Privado pronunciarse en cuanto a la petición elevada por el actor, por medio de la cual solicita el reconocimiento y pago de una pensión de vejez; por tanto, queda claro que la entidad sí está vulnerando el derecho fundamental de petición.

Ahora, en relación con el otro derecho de petición que fue dirigió a la POLICÍA NACIONAL con el fin de que dicha entidad se pronunciara de fondo en cuanto a emisión y pago de un bono pensional, se tiene que efectivamente ya existió una respuesta y que la misma fue notificada al señor JOSÉ TORO, quien lo reconoció en el mismo recurso de impugnación, cuando señaló que la entidad procedería con el pago del bono en octubre 30 de 2019.

La CSJ en sentencia STP 11045-2018 de agosto 28 de 2018, reiteró que el hecho superado se presenta si entre la demanda de tutela y el fallo de primera instancia se repara la amenaza o vulneración del derecho fundamental que se reclama. Y si bien esta Corporación en la etapa del trámite del recurso de impugnación lo que ha declarado es el cumplimiento de la sentencia de tutela, ello ha ocurrido así porque la afectación del derecho fundamental que se reclama desaparece después de la sentencia de primera instancia; no obstante, en este asunto lo que debe proceder es la declaratoria de un hecho superado, toda vez que la POLICÍA NACIONAL para el momento en que el Juez Segundo Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Dosquebradas se pronunció -octubre 21 de 2019-, ya había rendido una respuesta de fondo a la petición que elevó el accionante, lo cual hizo por medio del oficio S-2019-055622, que fue recibido por el accionante vía correo electrónico.

Por lo anterior, esta Colegiatura revocará la decisión de primera instancia, y en su lugar se tutelará el derecho fundamental de petición que le asiste al señor JOSÉ TORO y que se estima vulnerado por parte de la AFP PORVENIR.

En tal sentido, se ordenará a la AFP PORVENIR que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, le envíe una respuesta al accionante a la petición de septiembre 03 de 2019, con la exigencia que la misma sea clara, de fondo, y congruente con lo pedido, y se verifique que esta sea efectivamente recibida por quien la requirió.  

Empero, se negará la acción de amparo frente al derecho de petición que fue dirigido a la POLICÍA NACIONAL, para declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en atención a que la entidad ya emitió una respuesta a la solicitud del actor.

7.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), y en su lugar SE TUTELA el derecho de petición de que es titular el señor JOSÉ ADALBERTO TORO GÓMEZ y que fuera desatendido por la AFP PORVENIR.

SEGUNDO: SE ORDENA a la AFP PORVENIR, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, proceda a enviarle respuesta al actor en relación con la petición que elevara en septiembre 03 de 2019, la cual debe ser clara, de fondo y congruente con lo pedido; además, deberá verificarse que la misma sea efectivamente recibida por el interesado.  

TERCERO: SE NIEGA la acción de amparo frente al derecho de petición dirigido a la POLICÍA NACIONAL, para declarar la carencia actual de objeto por hecho superado
CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 7 fte y vto.
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